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La relación entre familia y Estado siempre 
ha tenido numerosos desafíos por parte de 
quienes diseñan y ponen en ejecución las 
políticas públicas. La discusión sobre qué es 
la familia, cuáles son sus roles, hasta dónde 
puede integrarse e intervenir el Estado, qué 
es lo público y qué es lo privado, revive cada 
vez que se plantean proyectos legislativos de 
políticas que rondan el borde de las familias 
y sus prácticas. 

Este documento tiene por objetivo presentar 
la discusión sobre la relación entre Familia y 
Estado chileno que lleva muchos años a ni-
vel político y académico. Más allá de las dis-
cusiones jurídicas, se hace relevante remirar 
esta discusión desde las ciencias de la familia 
poniendo el énfasis en las políticas públicas 
que hoy, después de cambios de gobierno, 
estallido social y consecuentes discusiones 
constitucionales, plantean políticas públicas 
donde este debate se pone en el centro. Por 
otro lado, en los últimos años, han surgido fe-
nómenos como la crisis migratoria, financiera 
y la pandemia de COVID-19 que aumentan el 
nivel de problemáticas donde el Estado ha 
tenido que intervenir y adecuarse. Son así, in-
numerables las causas por las cuales en Chi-
le hoy surgen nuevas urgencias y consecuen-
tes políticas que afectan directamente la vida 
cotidiana de las familias chilenas. 

Este documento se organiza de la siguien-
te manera. En primer lugar establecemos 
por qué en Chile esta discusión es tan rele-
vante, argumentando que el funcionamiento 
del país corresponde a un Estado familiaris-
ta, luego, y a partir de esto, se da cuenta de 
las discusiones históricas que se han tenido 
en torno al rol del Estado y su vínculo en los 
asuntos familiares, luego se exponen tres 
ejemplos de leyes y políticas públicas contin-
gentes donde esta discusión está presente, y 
luego se profundiza en la discusión actual so-

bre el Nuevo Sistema de Apoyos y Cuidados. 
Política que parecería de acuerdo transversal, 
pero que sigue teniendo aristas de discusión 
profundas respecto de los límites del Estado. 
Finalmente, se cierra con reflexiones finales 
que aportarían a la discusión sobre el rol del 
Estado y su vínculo con la Familia.

Chile: Un Estado Familiarista 

Según la literatura, los Estados de Bienestar 
varían en el grado de apoyo y protección de 
las inestabilidades externas, por ejemplo las 
del mercado laboral, y promueven la desfami-
liarización entregando provisiones y servicios 
(Draibe y Riesco, 2007). Dentro de la tipología 
de Estados de Bienestar de Esping-Andersen 
(1989), el tipo “liberal” es un modelo que tiene 
limitadas acciones para la mitigación de ries-
gos externos hacia las personas, y donde la 
familia queda como el sostén principal y fuen-
te de las responsabilidades de cuidado (Mac-
millan y Shanahan, 2021). Chile se encontraría 
en este tipo desde que se integraran reformas 
de comodificación de varios derechos socia-
les, como la educación, la salud, la vivienda, 
entre otros. 

Respecto de la familia y en concordancia con 
el funcionamiento del Estado liberal, el princi-
pio que hoy rige al Estado chileno es de mínima 
intervención. Esto quiere decir que sin existir 
situaciones graves, el Estado debe funcionar 
como un Estado subsidiario que fomenta y 
protege a la familia mediante sus políticas pú-
blicas, y es la última instancia de intervención 
en caso de que se requiera (Pinochet Olave 
& Ravetllat Ballesté, 2015). En este sentido, el 
que Chile tenga un fuerte componente fami-
liarista—es decir que las responsabilidades 
del bienestar individual sean en primera ins-
tancia de las familias–m , ha tenido, según la 
literatura, varias consecuencias. Uno de estos 
es que las políticas han tendido a reforzar a la 
familia tradicional con obligaciones entre sus 
miembros (Van Winkle, 2020). Lo que, como 
otros países, ha caracterizado que Chile se 
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sustente  en un modelo en el que el hombre 
trabaja fuera de casa (male breadwinner mo-
del) y la mujer es la encargada del cuidado 
(femalehomemaker). Las políticas familiaristas 
(Esping-Andersen, 2000; Llobet, 2008; Dana-
ni, 2009; Villalta, 2021; Chiora, 2022) enton-
ces, tienden a entregar la responsabilidad del 
bienestar individual a la familia, lo que repro-
duce divisiones sexuales de género dejando 
a las mujeres con una sobrecarga importante 
(Sanchéz y Valdés, 2023). 

Esto ha implicado una serie de políticas públicas 
que no aportan a la elección de formaciones fami-
liares y han aumentado las dependencias interge-
neracionales y de género para abordar las necesi-
dades individuales y familiares. Tal es el caso de la 
provisión inadecuada de cuidado infantil y de per-
sonas mayores, o de la prolongación de la licencia 
parental, que desalientan a las empresas a contra-
tar mujeres. Así, y desde los años 90,  el componen-
te ejecutivo encargado de mirar este tema fue el 
Servicio Nacional de la Mujer, hoy Ministerio de la 
Mujer y Equidad de Género. En el siguiente aparta-
do se aborda la discusión sobre el rol de la familia 
en torno a las políticas públicas en el marco del Es-
tado familiariasta y liberal que tiene Chile. 

Antecedentes de la discusión: SERNAM y la 
Familia chilena entre los 90 y principios de los 
2000. 

Durante el regreso a la democracia, las per-
sonas del mundo público-político, destaca-
ban que no existía una entidad estatal que 
velara por los intereses de protección de la 
familia. Así, durante esos años los esfuerzos 
eran sectorizados (vivienda, salud, educación) 
(Kaluf y Maurás, 1998). Sin embargo, esto tuvo 
un cambio con la aparición del otrora Servicio 
Nacional de la Mujer, SERNAM. Durante 1992 
se consolidó la Comisión Nacional de la Fa-
milia que elaboró el Informe Nacional de la 
Familia (1999-2000), con destacados especia-
listas en el área, y que se tradujo luego en el 
documento “Una reflexión necesaria: Familia 
Políticas Públicas”. Este documento es rele-

vante pues pone de manifiesto un mandato 
institucional ineludible: la protección y fortale-
cimiento de las familias. Por otro lado, define a 
la familias como mediadoras de la promoción 
de ciertos valores que en esos años – y aún 
hoy – se intentaban instalar: la equidad, la ga-
rantía de derechos humanos básicos y el for-
talecimiento de las redes sociales y comuni-
tarias para todos los individuos (CEPAL, 1994). 
Sin embargo, las preguntas siguen siendo las 
mismas, ¿qué tipo de familia se piensa desde 
las políticas públicas? y ¿hasta dónde puede 
intervenir el Estado?. 

El diagnóstico apuntaba a los cambios que 
durante esos años (principios de los 2000) las 
familias estaban experimentando y que con 
el tiempo se han consolidado. Los fenómenos 
de la individualización, han generado trayec-
torias de vida basadas en elecciones más indi-
viduales y menos comunitarias y tradicionales 
(Yopo, 2013). Hoy la literatura sigue insistiendo 
en lo mismo, la familia se está transforman-
do (Piray et al., 2023), actúa como una unidad 
flexible y en constante cambio, lo que hace 
más ardua la tarea de generar políticas que 
se acomoden a un espacio afectado significa-
tivamente por los cambios sociales y que, por 
tanto, no es estable en el tiempo. De tal modo, 
ya durante el año 2000, los especialistas que 
redactaron el documento sobre Familia y Po-
líticas Públicas desde el SERNAM, cuestiona-
ban la división sobre aquello que se entendía 
como público y como privado. Por ejemplo, en 
la relación a la intimidad, los cuerpos y las ne-
cesidades psicológicas y emocionales. Pues, 
fenómenos trágicos como la violencia intra-
familiar hasta esos años no eran tematizados 
como de interés público. 

Un aspecto que este documento subraya, es 
que las características de la relación entre Fa-
milia y Estado va a “ordenar” a las familias, y 
que por tanto los dispositivos públicos efec-
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tivamente – aún cuando sea mínimo – van a 
delinear lo que son las prácticas familiares. 
Sin embargo, la discusión de esta relación 
concluye en que se acuerda de manera gene-
ral, que el Estado está para propiciar vínculos 
afectivos que permitan la plena vigencia de 
los derechos humanos, sin intervenir de ma-
nera directa en estos vínculos pero haciéndo-
se cargo de tres cuestiones fundamentales: 
“las desigualdades al interior de la familia, los 
derechos individuales, lo privado frente a lo 
público y la heterogeneidad de las organiza-
ciones familiares” (SERNAM, 2000, p.50). 

Lo más interesante de la discusión presenta-
da en el documento sobre Familia y Políticas 
Públicas del SERNAM, es la inauguración de 
un enfoque de “políticas de familia” que pro-
pone mirar todo diseño de políticas sociales 
vinculado a su efecto en la dinámica familiar: 
“lo importante es que se reconozca que todas 
las medidas destinadas a elevar la calidad de 
vida de la población se canalizan a través de 
la familia, y que su eficacia depende de que 
contribuyan a la viabilidad de un proyecto 
familiar compatible con las exigencias que 
plantea la sociedad a cada uno de sus miem-
bros” (p.53). 

Sin embargo, esta discusión no nace sin mar-
cos de acción internacionales. En el año 1993, 
las Naciones Unidas, ofrece una guía nacional 
de acción programática en el Año Internacio-
nal de la Familia, para integrar leyes, benefi-
cios y servicios relacionadas a algunas fun-
ciones claves de la familia. Por ejemplo, sobre 
la función “Proveer cuidado afectivo y recrea-
ción a los miembros de la familia”, se propo-
nen leyes y políticas vinculadas a “Costum-
bres sobre la vida familiar y democratización 
de los papeles de los miembros de la familia”, 
por medio de beneficios como la licencia de 
salud subsidiada, o como la orientación fami-
liar y la terapia. 

Como elementos críticos de la discusión que 
se comienza a dar durante esos años (90 y 

principios de los 2000), aparecen las tenden-
cias a generar políticas sin un foco familiar, que 
ponen el acento en la afectación individual 
(p.e: prácticas de empleo), o  mantienen una 
visión de familia tradicional. Se advierte por 
tanto que las políticas de familia se deben ha-
cer cargo de los cambios que están viviendo y 
seguirán viviendo, enfatizando en las posibles 
reducciones de las funciones tradicionales 
y los desafíos de incrementar sus funciones 
afectivas y de apoyo entre los miembros en 
un contexto de alta exigencia individual, com-
petitiva e impersonal. Para esto, las políticas 
deberían propender al fortalecimiento de es-
tructuras más democráticas al interior de las 
familias, examinar los cambios estructurales 
y funcionales de estas durante el tiempo, de-
sarrollar políticas desde enfoques sistémicos, 
orientar políticas según estructura y ciclo vital 
en el cual se encuentren y sin beneficiar a un 
solo tipo de familia deberían poner en el cen-
tro valores como la dignidad, la autonomía y la 
libertad (Consejo Nacional de la Infancia 2016)

Durante el año 1998, Chile participó de la IV 
Conferencia de la Mujer en Beijing. Esta fue 
una plataforma de acción para que los casi 58 
países participantes se comprometieron a tra-
bajar por la inclusión equitativa de las mujeres 
en la vida pública y privada. De ahí también 
que se pusiera entre los temas relevantes a 
la familia, comprometiéndose los Estados a 
protegerla incluyendo la diversidad de tipos 
familiares. Durante esos años, los gobiernos 
de la Concertación aluden a estos compromi-
sos y proponen planes y políticas que forta-
lezcan la igualdad en el acceso a servicios e 
instrumentos públicos (Bilbao, 1998). Durante 
las reflexiones posteriores en Chile, respecto 
de esta Cumbre, compiladas en un libro edi-
tado por Fundación Chile 21, específicamente 
Sergio Marrás (1998), aparecen posturas di-
versas ante la posibilidad de que el Estado se 
haga cargo de temáticas como la educación 
sexual escolar o la perspectiva de género en 
las políticas que afectan a las familias. Con 
esto, se pone de manifiesto que la discusión 



sobre que el Estado se haga parte de ciertas 
cuestiones hasta esos años “privadas” era re-
levante políticamente. 

Finalmente, todas estas discusiones se basan 
en un principio fundamental que hasta ese 
momento no era discutido, y es que las polí-
ticas y acciones están basadas en un Estado 
subsidiario. Esto significa que las familias si-
guen siendo el primer nivel de recursos para 
sus miembros, y primera fuente de satisfac-
ción de sus necesidades: “Ayudar a la familia 
para que se constituya en el núcleo básico de 
la sociedad excede la tarea de un Gobierno. 
Más bien esto corresponde a la sociedad en 
su conjunto y, principalmente, a las propias fa-
milias. Son ellas las protagonistas de su pro-
pio desarrollo y estabilidad como muchas ve-
ces lo son de sus propias dificultades” (Kaluf 
y Maurás, 1998, p.179). En este sentido, los 
objetivos de las políticas públicas eran, entre 
otros, potenciar capacidades para que pue-
dan estas mismas, autónomamente, enfrentar 
desafíos externos y solucionar problemas. La 
tarea del Estado era mejorar el entorno, pero 
no intervenir en las dinámicas y prácticas fa-
miliares. 

En la actualidad hay varios ejemplos de fe-
nómenos y discusiones legislativas y de la 
opinión pública que ponen de manifiesto las 
preguntas sobre el límite del Estado en torno 
a los bordes de la familia. En efecto, la litera-
tura ha enfatizado en cómo el Estado media 
en las relaciones entre padre, madres e hi-
jos/as, y entre las parejas (Gutierrez y Osorio, 

2. Áreas en que esta 
discusión se hace visible 
- discusión sobre los 
límites del Estado, su rol y 
la necesidad de definir a 
la familia

2008). Es decir, las acciones del Estado tienen 
consecuencias y efectos relevantes para los 
vínculos familiares y de ahí la importancia de 
relevar esta discusión. En este apartado, se da 
cuenta de algunos ejemplos que en el con-
texto del Chile de hoy este debate se vuelve a 
hacer vigente. 

La crisis migratoria chilena tiene variadas 
aristas, desde la cobertura educativa, de sa-
lud y de vivienda de la población migrante 
y los recursos limitados del Estado Chileno 
para recibir numerosas personas que por mo-
tivos políticos, de seguridad y económicos 
migran hacia Chile. Una de estas aristas a re-
solver y discutir es el tema de la reagrupación 
familiar. La reagrupación o reunificación fa-
miliar es entendida en Chile como el derecho 
de cada persona extranjera de solicitar traer 
a familiares (con ciertas condiciones) al país. 
Si bien no es un tema de política pública y sí 
de legislación, interesa, pues permite visuali-
zar la relación de la familia con el Estado. En 
este sentido, la reagrupación familiar pone en 
tensión por un lado, la necesidad de proteger 
y fomentar los lazos familiares, y por otro, la 
sostenibilidad del país para recibir varias olas 
de migración. 

Es interesante que en esta discusión hay va-
rias dimensiones a considerar que establecen 
los límites y relaciones que el Estado tiene con 
las familias . En el estudio de Ferrada y Uribe 
(2021), plantea varios argumentos sobre el de-
ber del Estado en torno a la reagrupación fa-
miliar. Primero, este tiene que actuar ponien-
do en primer lugar la protección de todos los 
derechos humanos y obligaciones internacio-
nales asumidas por el país. En este sentido, si 
bien se pueden dictar medidas de expulsión y 
regulación migratoria, estas deben justificarse 
del todo cuando corresponden a la vida fami-
liar. Por otro lado, el Estado debe evaluar caso 
a caso, para la reunificación familiar. Es decir, 
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En términos jurídicos internacionales, la familia no es definida como una sóla y 
única unidad tradicional, sino que amplía la definición a diversos lazos. Esto tiene 
como consecuencias que los Estados deben evaluar caso a caso. 
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debe ponderar vida familiar, individual e inte-
reses estatales. Por otro lado, últimamente los 
tribunales han comenzado a interpretar nor-
mas migratorias de manera de que protejan el 
principio de reunificación familiar, lo que pone 
un límite al actuar del Estado cuando podría 
estar afectando negativamente a las familias. 
Por otro lado, las normativas respecto a la re-
agrupación familiar deben estar en constante 
desarrollo y adaptarse a los contextos y com-
promisos internacionales adquiridos. Final-
mente, el Estado debe actuar proactivamente 
en la garantía de bienestar de las familias, faci-
litando acciones para la reagrupación familiar. 

De esta forma, en el caso de la migración, el 
Estado tiene límites relacionados con las nor-
mativas y legislaciones, pero además, le co-
rresponde actuar a favor de la vida familiar 
para toda persona viviendo en el país. Esto 
es sin duda un desafío para el Estado de Chi-
le, pues implica ponderar en medio de esta 
crisis, los derechos de reunificación, conside-
rados humanos, y las intenciones de orden y 
restricción de la migración que viene constru-
yéndose desde el 2018 (Vásquez et al, 2021). 
En consecuencia, las políticas estatales tie-
nen efectos en la configuración de las trayec-
torias familiares, dejando de manifiesto cómo 
estas políticas podrían incluir o excluir a las 
familias migrantes de una sociedad (Pedone 
et al., 2011). 

Otro tema relevante donde se ha puesto de 
manifiesto la relación entre Estado y fami-
lia, es la elección escolar. Chile desde el año 
2017 comenzó a utilizar un Nuevo Sistema de 
Admisión (SAE) que tenía y tiene por objeti-
vo introducir más equidad en los procesos de 
admisión escolar. Esto implica centralizar to-
dos los procesos de admisión de las familias, 
y ellas ingresar sus preferencias en una pla-
taforma online. Al mismo tiempo, este nuevo 
sistema restringe la opción de que las escue-
las, que reciben subvención del Estado, pue-
dan elegir a las familias, y por tanto discrimi-
nar por nivel socioeconómico o rendimiento 

académico. Luego, mediante un algoritmo, 
las familias obtienen sus cupos en la escuela 
de su elección (aún cuando existen órdenes 
de prioridades de igual forma ). 

Dentro de los últimos años, han existido de-
bates en torno a este sistema, argumentando 
que deja de lado toda opción de mérito aca-
démico de estudiantes mayores que quieren 
postular a la enseñanza media, o que este sis-
tema ha debilitado la educación pública. Estas 
son discusiones políticas interesantes y que 
han llevado a que el año 2025 se suspenda el 
proceso del SAE para pensar, mediante la ins-
talación de una Mesa Técnica, mejoras a esta 
política. Dentro de los debates más relevan-
tes, está el que este sistema no ha priorizado 
y satisfecho las elecciones de las familias. Es 
decir, va en contra de la libertad que tienen 
las familias de elegir el establecimiento para 
sus hijos/as. Sin embargo, no existe evidencia 
de que esto sea así. De hecho, lo que la evi-
dencia muestra es que antes de la existencia 
de este sistema aleatorio, las escuelas aún te-
niendo cupo, no aceptaban a estudiantes por 
venir de “familias poco deseables” (Carrasco 
et al, 2017). El Estado no tiene ni ha tenido la 
capacidad de cumplir con el 100% de las ex-
pectativas de las familias. Con el sistema an-
terior, las familias tampoco tenían asegurado 
quedar en el colegio de su prioridad número 1, 
y con este sistema según los datos del Minis-
terio de Educación para el año 2023, un 49% 
de postulantes quedó en su primera opción,  
el 71,5% quedó en alguna de sus preferencias 
y un 20,4% fue asignado a su establecimiento 
de origen (Ministerio de Educación, 2023).  

El argumento para la creación del nuevo siste-
ma es que, si bien las familias tampoco tienen 
asegurado incorporarse en su primera priori-
dad, esto es aleatorio y no son las escuelas 
las que discriminan, integrando un sentido de 
equidad y justicia importante. Sin embargo, 

Las prioridades se dividen en cuatro y respetan el siguiente orden, 1) tener her-
maos/as en el establecimiento, 2) postulantes prioritarios en términos socioeco-
nómicos (15% másimo en la escuela), 3) hijos/as de funcionarios/as del estableci-
miento, y 4) ex estudiantes no expulsados.
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esta es una discusión aún abierta. Las impre-
siones por ejemplo de directivos, es que las 
familias sí sienten que su libertad de elección 
se coarta (56,1%), pero que al mismo tiempo 
introduce equidad y justicia al proceso (81,5%) 
(Rojas et al, 2021). Estas percepciones contra-
dictorias dan cuenta de que la política pública 
que se diseñe en torno a las familias pone de 
manifiesto una relación desafiante entre Esta-
do y libertad familiar. 

Otro ámbito relevante donde se da cuenta 
de la relación entre políticas públicas y fa-
milia, es en las medidas de conciliación de 
vida laboral y vida familiar. Este tipo de polí-
ticas cuentan con dificultades en el momento 
de su verdadera implementación pues hasta 
hoy hay ideas culturales bastante arraigadas, 
como por ejemplo, que las responsabilidades 
familiares son un tema netamente femenino 
(Urrutia y Figueroa, 2018), lo que además per-
petúa la idea de que la conciliación significa 
adaptar la vida familiar para el trabajo fuera 
del hogar y no al revés (Figueroa et al., 2023). 

En Chile, esto implicó una discusión larga que 
culminó en la aprobación de la ley sobre las 
40 horas laborales semanales que apuntan 
hacia la protección del bienestar familiar y la 
ley de conciliación de la vida personal, fami-
liar y laboral (Ley 21.645). Si bien, estas leyes 
ya fueron aprobadas y entrarán en vigencia, la 
discusión sigue existiendo en torno al rol que 
le cabe al Estado en la protección y promoción 
de lazos familiares saludables. Más allá de las 
críticas que abordan cada una de las leyes, lo 
interesante es reflexionar respecto de cómo 
el Estado, con su mandato a proteger a las fa-
milias (por medio de la Constitución vigente), 
genera políticas públicas y leyes profamilia. A 
tal respecto ambas leyes se complementan y 
apuntan en este sentido. 

Se plantea que estas iniciativas son profamilia 
pues se fundamentan en pilares tales como 
la corresponsabilidad social, la parentalidad 
positiva cuidando el desarrollo de hijos/as, y 

la protección de la paternidad y maternidad 
(OIT-DT, 2024). El beneficio de acortar la jorna-
da laboral se ha establecido como progresivo 
(este año se acorta una hora, es decir de 45 a 
44 horas) para todos y todas las trabajadoras, 
y la ley de conciliación para trabajadores/as 
que  tienen a su cargo niños/as menores de 
14 años, niños/as mayores de 14 años y me-
nores de 18 años con dependencia moderada 
o severa, o personas de cualquier edad con 
dependencia moderada o severa. Con esta 
ley los y las trabajadores podrán solicitar te-
letrabajo en la medida que la naturaleza del 
trabajo lo permita. Además, permite la con-
ciliación con vacaciones escolares, disminu-
yendo jornada durante ese periodo. Uno de 
los aspectos más importantes, es que no sólo 
el Estado sino también los empleadores son 
responsables de difundir e informar sobre es-
tos beneficios. Teniendo un rol proactivo ante 
sus trabajadores/as que cuidan. 

Estas leyes son parte de una política estatal 
de protección del bienestar familiar y, ade-
más, de la reducción de brechas y desigual-
dades entre hombres y mujeres, promovien-
do las repartición más equitativa de tareas 
domésticas y de cuidado (Superintendencia 
del Trabajo, 2024). Sin embargo, las medidas 
que apuntan a los cuidados siguen estando 
en debate. Hoy se discute en la Cámara de 
Diputados y Diputadas la ley que consagraría 
el Nuevo Sistema Nacional de Apoyos y Cui-
dados, y aún cuando existe cierta unanimidad 
de la opinión pública sobre la necesidad de 
contar con un sistema como este, en las dis-
cusiones han existido algunas diferencias, en 
particular en lo que respecta a los roles y res-
ponsabilidades que le competen a la familia 
y los límites del Estado para con estos roles y 
responsabilidades. En la siguiente sección se 
indaga un poco más en este sentido. 



Si bien la discusión de la responsabilidad Es-
tatal sobre los cuidados de personas mayores 
y dependientes viene desde hace tiempo, du-
rante este gobierno se ha constituido la Polí-
tica del Sistema de Apoyos y Cuidados. Esta 
política, y sus avances programáticos (como 
la Red Local de Apoyos y Cuidados de la Pre-
sidenta Michelle Bachelet), nacen de un diag-
nóstico relevante. Hay una invisibilización del 
rol de cuidado y una ausencia de servicios y 
prestaciones que consideren la sobrecarga  
de lo que significa cuidar. Así, surge la idea 
de la corresponsabilidad, buscando configu-
rar un sistema que integre mercado, trabajo 
doméstico, y bienestar proporcionado por el 
Estado (Boga, 2017). 

Desde este año se materializa la primera Polí-
tica Nacional de Apoyos y Cuidados, llamada 
“Chile Cuida” como un plan que delinea una 
nueva forma de organización de los cuidados. 
Esto significa, ampliar la oferta pública de ser-
vicios, con tres componentes principales: “(i) 
el plan de atención diagnóstica, (ii) los servi-
cios de atención domiciliaria, y (iii) los servi-
cios especializados” (Secretaría General de 
la Presidencia, 2024, p.13-14). El objetivo es 
ampliar de a poco la cobertura, hasta cubrir 
las 75.000 personas con dependencia seve-
ra al año 2026. El proyecto de ley que se está 
discutiendo hoy en el parlamento, significaría 
institucionalizar este sistema y que quede es-
tablecido como una política de Estado. Esto 
implica además, integrarlo como un nuevo 
pilar de protección social entregando condi-
ciones básicas para ejercer el derecho a los 
cuidados. 

3. Discusión parlamentaria 
y del ejecutivo: Nuevo 
Sistema Nacional de 
Apoyo y Cuidados

Uno de los puntos más relevantes de este pro-
yecto son, en primer lugar, la noción de que la 
realización de derechos sociales permitirán 
la libertad y autonomía de las personas, y en 
segundo lugar, una condición relevante para 
que esto suceda es que el proyecto se basa 
en el principio de corresponsabilidad social. 
Esto quiere decir que la responsabilidad de 
cuidar no puede estar sustentada en acciones 
individuales sino que la sociedad en conjunto 
debe asumir esta responsabilidad. La corres-
ponsabilidad social implica justamente en-
tender que el cuidar no sólo permite un bien-
estar individual y familiar sino que además es 
productivo para el funcionamiento económi-
co y social de Chile. 

Es justamente este punto el que fue discuti-
do en una de las sesiones de la Comisión de 
Desarrollo Social, superación de la pobreza y 
planificación, junto a la Ministra actual de De-
sarrollo Social y la Familia, Javiera Toro. La dis-
cusión tenía dos polos. Por un lado el ejecuti-
vo y otras organizaciones–como el Hogar de 
Cristo–defienden la idea de que este Sistema 
protege, fortalece y cohesiona a la familia. En 
principio, esto significa que la corresponsabi-
lidad social integra un trabajo colectivo de fa-
milias, comunidad, Estado y privados hacién-
dose cargo de los cuidados de las personas 
que lo requieren (Hogar de Cristo, 2024). Esto 
implica dejar de actuar como un Estado sub-
sidiario que deje en primer lugar a la familia 
como responsable de los cuidados, y adqui-
rir una orientación más comunitaria. Por otro 
lado, el polo opuesto, defendido por la oposi-
ción al gobierno actual, cuestiona esta idea, y 
manifiesta la importancia de mantener la idea 
de que la familia es el primer nivel de satisfac-
ción de los cuidados y problemas individuales 
en general. Esta idea, hoy está vigente pues 
se sustenta en el trabajo realizado por la Co-
misión Ortúzar en el año 1973 para la escritura 
de la Constitución vigente hasta hoy. En estos 
casos, si la familia por condiciones materiales 
o de otro tipo no puede proveer los cuidados, 
entonces se activan las organizaciones inter-
medias, y en última instancia el Estado. 



Esta discusión, si bien es pertinente para el 
establecimiento de la ley sobre el Sistema 
Nacional de Apoyos y Cuidados, fue también 
dada durante las dos instancias de debate 
constitucional realizados en los últimos años. 
Es por este motivo, que muchas de las obje-
ciones suponían no avanzar en la discusión 
pues implicaría discutir principios constitu-
cionales establecidos desde 1981 y que nos 
rigen en la actualidad. En esta Constitución, 
se establecen los límites que tiene el Estado 
bajo el principio de subsidiariedad, dejándo-
lo limitado a intervenciones mínimas cuando 
la familia o las organizaciones intermedias no 
pudieran cumplir con sus obligaciones autó-
nomamente.

Esta discusión se puede visualizar incluso en 
las indicaciones relativas a la visibilización 
y reconocimiento del trabajo de cuidado no 
remunerado. Organizaciones de la sociedad 
civil, como el Hogar de Cristo, han incluido 
indicaciones que evidencien de manera con-
creta este reconocimiento. Particularmente, 
solicitan incorporar mecanismos de medición 
de tiempo y valoración de su trabajo, para, por 
ejemplo, pagar cotizaciones a quienes ejercen 
esta labor de forma no remunerada (Hogar de 
Cristo, 2024). Si volvemos a la postura que ar-
gumenta que la familia debe ser el primer es-
pacio de satisfacción de los cuidados, enton-
ces no parece lógico incorporar este tipo de 
medidas. Justamente, según el trabajo reali-
zado por la Comisión Ortúzar durante el dise-
ño de la actual Constitución, la familia debería 
ser un espacio desinteresado y no remune-
rado de satisfacción de necesidades de cui-
dado, emocionales, materiales y educativas. 
Así, uno de los pilares fundamentales sobre 
los cuales se basa el proyecto de ley de este 
sistema –la corresponsabilidad social–integra 
una discusión fundamental, ¿es este principio 
de corresponsabilidad un principio que prote-
ge a la familia en el bienestar y desarrollo de 
sus miembros? La respuesta a esta pregunta 
sigue en discusión, pero sin duda, será intere-
sante continuar reflexionando sobre cómo, en 

un tema que parecía haber cierto consenso, a 
saber, la importancia del fortalecimiento y de-
sarrollo del bienestar familiar, existen tensio-
nes sobre los mecanismos para concretarlo.  

Las discusiones y reflexiones en torno a los 
límites del Estado tienen un problema funda-
mental. Y es que en el caso de la temática de 
los cuidados, y en otros temas presentados 
en este documento, se intenta analizar desde 
las intervenciones y límite de esas interven-
ciones, o bien, desde los límites que tienen las 
instituciones fundamentales como la familia 
para el ejercicio de su autonomía. El proble-
ma de esto es que cuando aparece una crisis 
o fenómeno nuevo a priorizar, en términos de 
política pública y legislación, la pregunta si-
gue abordando discusiones Constitucionales 
que, por supuesto, no permiten avanzar hacia 
la protección de las familias y sus miembros. 

En este sentido, la pregunta debería plantear-
se al revés: ¿Cuáles son las tareas y respon-
sabilidades que le competen exclusivamente 
a las familias? Por supuesto, esta pregunta 
debe evaluarse en el contexto sociocultural 
en que vive hoy Chile,  con los índices de se-
gregación y desigualdad altos, crisis de segu-
ridad, y de salud mental, desigualdad entre 
hombres y mujeres, crisis educacionales y ba-
jos índices de natalidad, pero también, en un 
Chile más democrático y más próspero eco-
nómicamente hablando. En este sentido, en 
el marco, por ejemplo del Sistema Nacional 
de Cuidados, surge la oportunidad de discutir 
si los cuidados son o no parte de las tareas 
exclusivas de las familias, teniendo en cuen-
ta la diversidad de realidades que las familias 
chilenas hoy viven. Nos referimos acá no sólo 
a los tipos de estructura y vínculo, sino tam-
bién a las condiciones socioeconómicas y de 
vulnerabilidad que experimentan. Si bien, en 
ciertos casos puede ser beneficioso que las 
familias gestionen la respuesta a ciertas ne-

4. Palabras finales



cesidades, lo cierto es que durante el tiempo 
de ejecución de políticas de superación de la 
pobreza, la dependencia del Estado sobre la 
capacidad de las mismas familias de gestio-
nar su bienestar (Herrera, 2020) no parecía lo 
más adecuado, en el entendido de que no to-
das las familias tienen los mismos recursos y 
capacidad para enfrentar desafíos sociales y 
económicos (Illanes, 2015). 

Entendiendo que cuidar significa recursos de 
tiempo, de salud mental, y materiales, lo que 
ha sido tradicionalmente entendido como 
una tarea exclusiva y prioritaria de la familia 
hoy, se cuestiona. Al mismo tiempo, las crisis 
en temáticas tradicionalmente privadas nos 
han permitido abrir estas discusiones. Lo mis-
mo que sucedía a comienzos de los 90, cuan-
do se discutía si el Estado debía intervenir en 
situaciones de violencia intrafamiliar, algo que 
hoy nos parece lógico. Muchas discusiones 
además, están basadas en situaciones donde 
rigen los principios de protección de los de-
rechos humanos, por ejemplo, el derecho a la 
educación. El Estado es mandatado a procu-
rar que todo niño/a que habite el país tenga 
educación, aún cuando como se vio anterior-
mente siguen existiendo espacios de duda 
respecto de los límites de esta provisión. 

Por otro lado, crisis como las de natalidad, 
y sus causas, siguen dando cuenta de que 
el Estado aparece como un actor relevante 
para subsanar este tipo de crisis, aún cuan-
do a primera vista aparecen como decisiones 
individuales y privadas (Yopo Díaz y Watkins, 
2025). Si es que queremos revertir esta cri-
sis, es el Estado el que debe asegurar ciertas 
condiciones para que los y las jóvenes hoy no 
vean amenazas externas a sus decisiones de 
tener hijos/as como lo hacen hoy (Yopo Díaz 
y Abufhele, 2024). Por ejemplo, la evidencia 
demuestra que es clave generar políticas de 
postnatal masculino, o la provisión de cuida-
do infantil compatible con la vida laboral.

Existen múltiples ejemplos sobre los espacios 
en que se podría analizar la relación entre el 
Estado y las familias, acá se tomaron sólo al-
gunos, lo más contingentes, para dar cuenta 
de la discusión que esta relación suscita. Aho-
ra, nos queda preguntarnos, si estas temáticas 
son, como hasta ahora, sólo de responsabili-
dad individual o bien, como tienen repercu-
siones en la sociedad, debe el Estado hacerse 
parte y cargo de revertir crisis como estás y de 
los cuidados. 
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